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HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS


HONORABLE SENADO:








	La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 67 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la referencia.





	La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 1 de octubre de 2001, nominó como integrantes de la referida Comisión Mixta a los HH. Diputados señora Fanny Pollarolo Villa y señores Patricio Melero Abaroa, Sergio Ojeda Uribe, Patricio Cornejo y Osvaldo Palma Flores. Con posterioridad los HH. Diputados señora Fanny Pollarolo Villa y Sergio Ojeda Uribe, fueron reemplazados por los señores Alejandro Navarro Brain y Pablo Lorenzini Basso, respectivamente.





	El Senado, por su parte, en sesión de fecha 5 de octubre del año 2001, designó como miembros de la misma a los HH. Senadores que integran la Comisión de Salud, señores Carlos Bombal Otaegui, Fernando Cordero Rusque, Mario Ríos Santander, Mariano �Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney.





	Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de octubre del año 2001, con la asistencia de sus miembros, HH. Senadores señores Carlos Bombal Otaegui, Mariano Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney, y HH. Diputados señores Patricio Melero Abaroa, Pablo Lorenzini Basso y Patricio Cornejo Vidaurrázaga. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al H. Senador señor Carlos Bombal Otaegui.





	Asistieron como invitados el señor Gonzalo Ehijo, Coordinador entre el Ministerio de Salud y el Congreso Nacional, y la señora Anabella Arredondo, Coordinadora Ejecutiva de Conasida.


- - - - - - - -





LA CONTROVERSIA








	A continuación se efectúa una reseña de la diferencia suscitada entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.





	 Las modificaciones introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional fueron rechazadas en su totalidad por la Cámara de Diputados, en el tercero.


	


	 La Cámara de origen objetó la eliminación, por parte del Senado, de los artículos 3º y 4º del proyecto originario, que establecían especial protección para dos grupos de creciente vulnerabilidad frente a la enfermedad, como son los niños y las mujeres. 





	Asimismo, la Cámara de Diputados no aceptó el artículo 5º del Senado, referido al tema de la voluntariedad de los exámenes de detección de la enfermedad.  Si bien el precepto en cuestión recoge como principio general este criterio, facultó para establecer su obligatoriedad respecto de las personas que se hallen privadas de libertad y del personal de las Fuerzas Armadas y de Orden, lo que contraría el concepto de voluntariedad plena del examen, sin excepciones, sustentado por la Cámara Baja, por una serie de razones latamente expuestas durante la discusión de la iniciativa en sala.





	Por otro lado, la Cámara discrepó del artículo 7º del Senado, referido a la no discriminación en materias laboral, educacional y sanitaria, criterio que la norma recoge como regla general.  Pero, al igual que en el caso anterior, establece excepciones para el ingreso a las Fuerzas Armadas y de Orden, dejando entregada la regulación a los respectivos estatutos institucionales.


- - - - - - - -





DEBATE Y RESOLUCION





	Primeramente, la Comisión Mixta adoptó como modus operandi revisar el texto del Senado, aprobado en el segundo trámite constitucional, considerando también algunos artículos del de la Cámara de Diputados, que la revisora había eliminado.





	Primeramente, procurando perfeccionar la redacción, suprimió la palabra “especialmente”, que figura en el inciso segundo del artículo 1º del proyecto del Senado, porque nada agrega a lo dispositivo del precepto.  El acuerdo fue unánime y concurrieron a él los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ríos, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y de los HH. Diputados señora Pollarolo y señores Cornejo y Melero.


 


	Se analizaron los artículos 3º y 4º del proyecto de la Cámara de Diputados. La Comisión Mixta, atendido el carácter de ley marco del presente proyecto de ley, que persigue entre otros objetivos provocar un cambio cultural en la población, consideró que no resulta irrelevante consagrar la obligación del Estado de establecer y llevar adelante políticas específicas que atiendan la especial situación sociocultural y sanitaria de los menores y de las mujeres, sobre todo las embarazadas, grupos que se hallan en situación de creciente vulnerabilidad.





	Con todo, acogiendo una indicación del H. Diputado señor Melero, se buscó simplificar la preceptiva, e incluir aquellas disposiciones en el artículo 2º del proyecto del Senado, despojándolas de elementos que podrían amagar su eficacia. 





	Además, en lo que concierne a la aplicación de la Convención de los Derechos del Niño, se acordó, a instancias del H. Senador señor Viera-Gallo, sustituir la expresión inicial “Sin perjuicio” por “En todo caso”, porque dicho tratado internacional goza de plena validez y vigencia en Chile, en virtud del artículo 5º de la Constitución Política de la República.





	En consecuencia, las ideas de los artículos 3º y 4º de la Cámara de Diputados se incluyeron en el nuevo texto del inciso segundo del artículo 2º del proyecto que proponemos al final.  El acuerdo contó con los votos favorables de los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ríos, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y de los HH. Diputados señores Cornejo, Melero y Ojeda. La H. Diputado señora Pollarolo votó en contra, por estimar insuficiente el precepto, en una materia en que las disposiciones deberían ser mucho más enfáticas en cuanto a dar protección y asistencia a los grupos vulnerables.





	Los artículos 9º y 10 del proyecto de la Cámara de Diputados, que el Senado modificó y estatuyó como artículos 5º y 7º del suyo, también fueron objeto de adecuaciones que permitieron superar los inconvenientes que algunos miembros de la Comisión Mixta encontraban en ellos.  Como se dijo, el primero regula las características del examen para la detección del SIDA y el segundo proscribe la discriminación basada en la calidad de portador del VIH o de enfermo de SIDA.  En ambos casos, el texto aprobado en el segundo trámite constitucional consagraba sendas excepciones respecto de determinados grupos de personas, como son las privadas de libertad y las que se hallan sujetas a regímenes disciplinarios y laborales especiales, como son las Fuerzas Armadas y de Orden.





	El H. Senador señor Cordero hizo presente que las especiales características de las instituciones armadas y de la policía justifican un tratamiento diferente que, por estar asentado en razones estructurales y funcionales y en disposiciones jurídicas, no es en absoluto arbitrario. El mando al interior de ellas se sustenta en un sistema de disciplina formal que es diferente al de los servidores civiles del Estado, lo que ejemplificó con el requisito que deben cumplir muchos de sus miembros, en el sentido de obtener permiso para contraer matrimonio.  Recordó también que los exámenes preventivos de salud son en ellas obligatorios, para que opere el seguro de vida a favor de su personal.  Por lo demás, comentó, no se establece excepción respecto de la aplicación de las normas sobre confidencialidad y consejería.





          Diversos integrantes de la Comisión Mixta compartieron parte de esa argumentación, puntualizando que hay razones para establecer diferencias en el régimen aplicable a los grupos en cuestión, siempre que con ello no se violen las garantías esenciales inherentes a la persona humana.





          En otro sentido, los HH. Diputados señora Pollarolo y señor Ojeda manifestaron que la no discriminación, la libertad personal, la confidencialidad y voluntariedad del examen son ideas matrices del proyecto, sin las cuales él pierde gran parte de su fuerza y eficacia.  Explicaron que hay que hacer al menos dos reflexiones previas: qué aspectos deben ser objeto de un régimen de disciplina, y sobre la base de cuál lógica ello debe hacerse. Recordaron que la estrategia que inspire las políticas en esta materia debe ser la de mover a las personas a tomar conciencia de sus responsabilidades y a adoptar conductas consecuentes con ello.  El riesgo de seguir otro camino es el de generar comportamientos como la resistencia, el ocultamiento y la negación, actitudes todas que no cumplen la finalidad de frenar el crecimiento de la pandemia.





	Finalmente, la Comisión Mixta acordó modificar los incisos segundo de los artículos 5º y 7º del Senado, en la forma que se consigna en el texto que figura al final.  Votaron por la aprobación los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y de los HH. Diputados señora Pollarolo y señores Melero y Ojeda.  Votó en contra el H. Diputado señor Cornejo y se abstuvo el H. Senador señor Ríos.





	A indicación de la H. Diputado señora Pollarolo, la Comisión Mixta acordó incorporar una de las ideas que el proyecto de la Cámara de origen tenía por esenciales, como es la de la prevención. Al efecto, se agregó una frase en el primer inciso del artículo 3º del proyecto que proponemos al final de este informe.





	En lo tocante a los artículos transitorios, que contemplan una bonificación fiscal en beneficio de quienes deban emplear medicamentos importados para el tratamiento del SIDA u otras enfermedades que determinará el reglamento, el señor Presidente hizo presente que no es posible introducir enmiendas ni mejoras, dado que esa materia es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


	En lo demás, la Comisión Mixta decidió unánimemente adoptar el texto aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional.





- - - - - - -





	En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente 








PROYECTO DE LEY:





“Capítulo I. Disposiciones generales.





	Artículo 1º.- La prevención, diagnóstico y control de la infección provocada por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH), como la asistencia y el libre e igualitario ejercicio de sus derechos por parte de las personas portadoras y enfermas, sin discriminaciones de ninguna índole, constituyen un objetivo sanitario, cultural y social de interés nacional.





	Corresponde al Estado la elaboración de las políticas que propendan hacia dichos objetivos, procurando impedir y controlar la extensión de esta pandemia, así como disminuir su impacto psicológico, económico y social en la población. 





	Artículo 2º.- El Ministerio de Salud tendrá a su cargo la dirección y orientación técnica de las políticas públicas en la materia. 





	Estas políticas deberán elaborarse, ejecutarse y evaluarse en forma intersectorial, con la participación de la comunidad, recogiendo los avances de la investigación científica y considerando la realidad epidemiológica nacional, con el objeto de establecer políticas específicas para los diversos grupos de la población, y en especial para aquéllos de mayor vulnerabilidad, como las mujeres y los menores. (7 x 1)





	En todo caso, será aplicable, en lo pertinente, la Convención Internacional de los Derechos del Niño. (7 x 1)





Capítulo II. De la prevención, diagnóstico, investigación y atención de salud.





	Artículo 3º.- El Estado arbitrará las acciones que sean necesarias para informar a la población acerca del virus de inmunodeficiencia humana, sus vías de transmisión, sus consecuencias, las medidas más eficaces para su prevención y tratamiento y los programas públicos existentes para dichos fines, poniendo especial énfasis en las campañas de prevención. (8 x 0)





 	Tales acciones se orientarán además a difundir y promover los derechos y responsabilidades de las personas portadoras y enfermas.





	Artículo 4º.- El Estado promoverá la investigación científica acerca del virus de inmunodeficiencia humana, la que servirá de base para la ejecución de acciones públicas y privadas en la materia, y sobre las vías de transmisión de la infección, características, evolución y efectos en el país. Impulsará asimismo las medidas dirigidas a su prevención, tratamiento y cura.


	


	Del mismo modo fomentará la creación de centros públicos o privados orientados a la prevención e investigación de la enfermedad.





	Artículo 5°.- El examen para detectar el virus de inmunodeficiencia humana será siempre confidencial y voluntario, debiendo constar por escrito el consentimiento del interesado o de su representante legal.  El examen de detección se realizará previa información a éstos acerca de las características, naturaleza y consecuencias que para la salud implica la infección causada por dicho virus, así como las medidas preventivas científicamente comprobadas como eficaces. 





	Sin perjuicio de ello, respecto de quienes se hallaren privados de libertad, y del personal regido por el D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; por el D.F.L. Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional y por el D.F.L. Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, se estará a lo que dispongan los respectivos reglamentos.  El examen deberá practicarse siempre en los casos de transfusiones sanguíneas, elaboraciones de plasma, trasplantes y cualesquiera otras actividades médicas que pudieren ocasionar contagio. (7 x 1 x 1 abstención)





	Sus resultados se entregarán en forma personal y reservada, a través de personal debidamente capacitado para ello, sin perjuicio de la información confidencial a la autoridad sanitaria respecto de los casos en que se detecte el virus, con el objeto de mantener un adecuado control estadístico y epidemiológico.





	Serán aplicables en esta materia las disposiciones de la Ley 19.628 sobre protección de datos personales.





	El reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se realizará el examen, la entrega de sus resultados, las personas y situaciones que ameriten la pesquisa obligatoria y la forma en que se entregará la información de los casos de contagio a la autoridad sanitaria. 





	Artículo 6°.- El Estado deberá velar por la atención de las personas portadoras o enfermas con el virus de inmunodeficiencia humana, en el marco de las políticas públicas definidas en los artículos 1° y 2° de esta ley.





	En todo caso, deberán proporcionarse las prestaciones de salud que requieran los beneficiarios de la ley Nº 18.469, de acuerdo con lo previsto en dicho cuerpo legal.





Capítulo III. De la no discriminación.





	Artículo 7°.- No podrá condicionarse la contratación de trabajadores, tanto en el sector público como privado, ni la permanencia o renovación de sus empleos, ni su promoción, a los resultados del examen destinado a detectar la presencia del virus de inmunodeficiencia humana, como tampoco exigir para dichos fines la realización del mencionado examen.





	Sin perjuicio de ello, respecto del personal regido por el D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, por el D.F.L. Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional y por el D.F.L. Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, se estará a lo que dispongan los reglamentos respectivos para el ingreso a las instituciones. Sin embargo, la permanencia en el servicio, la renovación de los empleos y la promoción, no podrán ser condicionadas a los resultados del examen. (7 x 1 x 1 abstención)





	De igual manera, no podrá condicionarse el ingreso a un establecimiento educacional, ni la permanencia o promoción de sus alumnos, a la circunstancia de encontrarse afectados por el Virus de Inmunodeficiencia Humana. Tampoco podrá exigirse la realización o presentación del referido examen para tales efectos.





	Asimismo, ningún establecimiento de salud, público o privado, cuando sea requerida su intervención de acuerdo con la ley, podrá negar el ingreso o atención a personas portadoras o enfermas con el virus de inmunodeficiencia humana o condicionar lo anterior a la realización o presentación de resultados del referido examen.





Capítulo IV. Sanciones y procedimientos.





	Artículo 8º.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 5° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 3 a 10 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la obligación de responder de los daños patrimoniales y morales causados al afectado, los que serán apreciados prudencialmente por el Juez.





	Si la infracción fuese cometida por dos o más personas, podrá condenárselas a responder solidariamente de la multa y la indemnización.





	Artículo 9º.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 7° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 10 a 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad por los daños causados.





	Artículo 10.- En caso de reincidencia en las infracciones señaladas, los montos mínimos y máximos de las multas establecidas en los artículos precedentes se duplicarán.





	Artículo 11.- Tratándose de los funcionarios de la Administración del Estado, las sanciones establecidas en los artículos anteriores se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que pudiere corresponderles, conforme con el estatuto que los rija.





	Artículo 12.- Será competente para conocer de las infracciones sancionadas en este Capítulo el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del afectado, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo y al tribunal aduanero o criminal respectivo, en su caso.�
�



Artículos Transitorios





	Artículo 1º transitorio.- A contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso cuarto y hasta el 31 de diciembre del año 2004, las personas que reúnan los requisitos que más adelante se señalan podrán solicitar una bonificación fiscal. Dicha bonificación será equivalente hasta el monto de los derechos e impuestos que se hubieran pagado por la importación de los medicamentos de alto costo utilizados en el tratamiento específico del síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) determinados mediante decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda.





	Podrán impetrar el beneficio establecido en este artículo, las personas que reúnan los siguientes requisitos:





	a) que padezcan de VIH – SIDA y para cuyo tratamiento los medicamentos determinados sean indispensables y ajustados en las dosis.





	Lo anterior se acreditará mediante certificado emitido por un médico especialista, sin perjuicio de los informes y verificaciones adicionales que se dispongan en el reglamento;





	b) que acrediten insolvencia económica en relación con el costo del tratamiento;





	c) que no tengan acceso a los referidos medicamentos a través de los planes de salud públicos o del régimen de salud al que se encuentren afiliadas , y





	d) que efectúen la importación a través de instituciones sin fines de lucro que se acrediten y registren ante el Ministerio de Salud y sus organismos competentes, quienes las representarán con las más amplias facultades conforme a lo que establezca el reglamento. La importación podrá ser considerada de despacho especial según lo determine el Servicio Nacional de Aduanas.





	El beneficio podrá solicitarse respecto de los medicamentos determinados que se importen y sean prescritos a las personas beneficiarias a contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso siguiente y su concesión sólo procederá hasta por el monto de recursos para su pago que se considere en el presupuesto correspondiente a la anualidad respectiva, debiendo darse prioridad a las personas de menores ingresos.





	Un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que se dictará dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, fijará los requisitos de constitución, objeto, finalidad, especialidad y demás que se estimen necesarios, que deberán reunir las instituciones señaladas en la letra d) anterior para su acreditación y registro y establecerá el modo de impetrar el beneficio, la documentación exigible, los criterios de prioridad en su otorgamiento, los procedimientos de concesión, pago y fiscalización de su uso y toda otra norma necesaria para la cabal aplicación de este artículo.





	Con todo, la acreditación y registro de las referidas instituciones serán dispuestos mediante resolución conjunta de los Ministerios de Salud y de Hacienda.





	Los montos que perciban las personas por aplicación de este artículo no constituirán renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán tributables ni estarán afectos a descuento alguno.





	Las instituciones acreditadas y registradas para representar a los beneficiarios serán excluidas de su reconocimiento como tales, por el sólo ministerio de la ley, cuando se compruebe que hubieren incurrido en contravención a este artículo y a la normativa legal y reglamentaria aplicable sobre la materia, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal, tributaria o aduanera de los representantes de dichas entidades, del beneficiario de la bonificación y de las demás personas involucradas y de la obligación de restituir las sumas indebidamente percibidas.





	Artículo 2º transitorio.- Las personas que padezcan de las enfermedades catastróficas determinadas por reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrán impetrar en idénticas condiciones, el mismo beneficio señalado en el artículo 1º transitorio, para lo cual se aplicarán todas las disposiciones contempladas en dicho precepto.





	Para los efectos señalados en el inciso anterior, se entenderá por enfermedades catastróficas aquéllas con riesgo inminente de muerte y aquéllas incurables y con dicho riesgo.





	Artículo 3º transitorio.- El beneficio que se establece en los artículos anteriores será de cargo fiscal y se financiará con los recursos que se contemplen al efecto en el programa 04 del presupuesto de la Subsecretaría de Salud. Durante el año 2001 se destinarán $ 700.000 miles mediante transferencia del ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos Vigente.”.





- - - - - - - -





	Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 17 de octubre de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Carlos Bombal Otaegui (Presidente), Fernando Cordero Rusque, Mario Ríos Santander, Mariano Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney, y de los HH. Diputados señora Fanny Pollarolo Villa y señores Patricio Melero Abaroa, Sergio Ojeda Uribe (Pablo Lorenzini Basso) y Patricio Cornejo Vidaurrázaga.





	Sala de la Comisión Mixta, a 30 de octubre de 2001.






































Fernando Soffia Contreras


Secretario
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